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SENTENCIA INTERLOCUTORTA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAI,

Lima,6 de setiembre de 2018

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Carlos Emesto Giusti Pareja
contra el auto de fojas 80 dc fojas 80, dc l0 de mayo de 2018, expedida por la Segunda
Sala Constirucional de Ia Corte Superior de Justicia de Lima, que declaró improcedente
la demanda de cumplimiento de autos.

FUNDAMENTOS

En la sentencia cmitida en cl Expedicnte 00987-2014-PA/TC, publicada cn el

diario oficial El Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció en el
fundamento 49, con carácter de precedente, que se expedirá sentencia
interlocutoria denegatoria, dictada sin más trámite, cnando se presente alguno de
los siguientes supuestos:

a) Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque
a cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial

d)

trasccndencia constitucional -

La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente
iguales.

2 A su vez, en el fundamento 14 de la sentencia emitida en el Expediente 00168-
2005-PC/TC, publicada en el diario oftcial El Peruano el 7 de octubre de 2005,
este Tribunal precisó, con calidad de precedente, los requisitos minimos que debe
cumplir una norrna legal o un acto administrativo para ser exigible mediante el
proccso de cumplimiento. Allí se señaló que, además de la renuencia del
funcionario o autoridad pública emplazada, el mandato cuyo cumplimicnto sc

requiere debe: a) ser vigente; b) ser cierto y claro, es decir, inferirse
indubitablemente de la norma legal o del acto administrativo cn cucstión; c) no
estar sujeto a controversia complcja ni a interpretacicnes dispares; d) ser de
ineludible y obligatorio cumplimiento; y, e) ser incondicional Además precisó
que, en el caso exclusivo de los actos administrativos, éstos dcben: f) reconocer un
derecho incuestionable del reclamante, y; g) permitir individualizar al
beneficiario.

IJn el presente caso, el actor solicita que se ordene a la Municipalidad Distrital de
Los Organos cumplir con la Ley 28687 , de desar¡ollo y complementaria de
formalización de la propiedad informal, acceso al suelo y dotación dc scrvicios
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básicos, y con el reglamento de sus Títulos II y IIl, aprobado mediante Decreto
Supremo 017-2006-VIVIENDA, y que, como consecuencia de cllo, sc lc otorguc
una constancia de posesión del área ocupa que, a su vez, forma parte del predio
rnscrito en la Partida 11009758 del Registro de la Propiedad Inmueble de Sullana
de la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos (cfr. fojas2l).

Sin embargo, el mandamrs invocado en este caso no supera los requisitos,
aprobados con calidad dc prcccdcntc, en el fundamento 14 de la sentencia emitida
en el Expediente 00168-2005-PCiTC. En efecto, se advierte que el otorgamiento
de constancias de posesión por parte de los gobiernos localcs es un mandato de

carácter condicional. Al respecto, el artículo 28 del reglamento aprobado mediante
Decrcto Supremo 017-2006-VIVIENDA señala lo siguicnte:

Para que Ia municipalidad distrital o provincial, cuando oorresponda, emita el
Certificado o Constancia de Posesión, el o los interesados deberán presentar, única y
cxclusivamentc, los siguientes documentos:

4. Acta de verificación de posesión efectiva del predio emitida por un funcionario de la
municipalidad distrital correspondiente y suscrita por todos los colindantes del predio o
acta policial dc poscsión suscrita por todos los colindantcs de dicho prcdio.

ara podcr cxpedir una constancia de posesión, los gobiemos locales deben
lc¿u prevlame nte que la parte interesada tenga posesión efectiva del inmueble

cucstión, lo quc debe acreditarse con un acta emitida por la autoridad
municipal o policial correspondiente. Por tanto, puesto que el mandamus invocado
es de caráctcr condicional, no corresponde pronunciarse sobre el fondo de la
controversia máxime si, como ocurre en el presente caso, el actor no ha acreditado
fehacientemente su condición dc poseedor.

Adcmás, cl ntandamus está sujeto a controversia compleja e interpretaciones
dispares pues, como se advierte del Certiflcado de Búsqueda Catastral quc obra a

fojas 21, cl árca de terreno sub litis estaría ubicada en una zona de playa; es decir,
en un inmueble que, en principio, está afectado al uso público y califica como de
dominio rcstringido (c/r. articulos 2 y 3 de la Ley 26856).

En consecuencia, de lo expuesto cn los fundamentos 2 a6 supra, se veriñca que el
presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el
acápite c) del f'undamento 49 de la sentencia cmitida en el Expediente 00987-
2014-PA/TC y en el inciso c) del artículo 11 del Reglamento Normativo del
Tribunal Constitucional. Por tanto, correspondc declarar, sin más trámite,
improcedente el recurso de agravio constitucional.
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Por estos fundamentos, el Tribunal Constifucional, con la autoridad que le confiere la
Constitución Política del Peú, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferero Costa,

RESUELVE

Declarar IN'IPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional

Publíquese y notitiquese

SS

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
ESPTNOSA-SALDAÑA BARRERA

Lo qus c
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

con la potestad que me otorga la constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de rni colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamentc
clue disiento dcl precedente vinculante establecido en la Sentencta0098l-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA. por los funclamentos que a
continuación cxpongo:

EL Tnrsul'JA'L CoNSTITUCIoNAL coMo coRTE DE Rnvrsróx o rlllo y No DE
c¿.s¡,clóx

La constitución de 1979 qeó el rribunal de Gar.antÍas constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convifiió al Tribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en lluestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad hoc, indepenciiente del poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos fundamentales.

,-M

La Ley Fundamental de l97g estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales era un órgano de control de Ia Constitución, quc tenía jurisclicción
en todo el territorio nacional para conocerJ en vía cle casación, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para failar en forma definitiva sob¡e la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derecl.ros reconocidos en 1a Constitución.

2

l Hn ese sentido, la Ley 23385', Ley orgánica del 'lribunal de Garantías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus afticulos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la lcy o la ha
aplicado en tbrma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deficiencia, dcvolverá los actuados a la corte Suprema de .Iusticia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus linearnientos,
procedimicnto que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

El modelo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue seriamente
moditicado en ia constitución de 1993. En prirner lugar, se amplían los
rnecanismos de tutela de dos a cu¿rtro, a saber. habeas corpus, amparo, habeas data
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la constitución lo
califica erróneamente como "órgano de control de la cor.rstitución,,. No obstante. en
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materia de procesos constitucionales de Ia libertad, la Constitución establece que el
Tribunal Constitucional es instancia de revisión o falto.

cabe señalar que la constitución PolÍtica del Perúr. en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal constitucional "conr-¡cer, en última y
deJinitita instancia, las resoluciones denegatoriar- dictadas en los procesos de
habeas corpt,ts, amp(tro, habeas dala y acción de cumplimienÍo". Esfa disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en un derecho funclamental. Una lectura fliversa
contravendría mandatos esenciales de la constitución, como son ei principio de
defbnsa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de Ia
sociedad y del Estado (artículo l), y "la observancict det debido proceso y tutela
.iurisdiccional. Ninguna persona puede ser desviacla tle lu jurisclicción
predeterminada por la ley, ni.romelida a proceclimicnto tlislinÍo de los previamente
establecidos, ni juzgadu por órganos .f ur isrlicc ionales cle u*rrpiir;,, ni por
comisiones especiales creadas al efécto cualquiera sea su clenominación,,,
consagrada cn el artículo 139, inciso 3.

)

w

como se advierte. a dilbrencia de lo que aconlece en otros países, en los cuales el
acceso a la úitima instancia constitucional tiene lugar por la r,ía del certiorari
(Suprema corte de los Estados unidos), en el perú el poder constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la constitución capaz de ingresar al fondo
en los llan.rados procesos de la liberlad cuando el agraviado no hayá obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta arnenaza o lesión cle un derecho fundamental, sc
debe abrir l¿r vía correspondiente para que cl 'l-ribunal constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta vía solo se produce si se permite al
pcticionanle colaborar con los jueces constitr.rcionales me<liante un pormenorizado
análisis de lo que se prelende, de lo que se invoca.

6

7 Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
irrenunciable a la det.ensa; además, un Tribunal constitucional constituye el más
efectivo r,redio de def'ensa de los derechos Iundarnentales frente a loi poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunlb de la justicia frente a la
arbitrariedad.

El nr,necHo ,r suR oioo corvro MANTFBsT'.r«;¡óN DE LA Dnlrocnarrzlcló¡,l Du Los
Pnocrsos Co¡ist¡TUCIoNALES DE LA LIBERTAD

I.a administración de justicia constitucional de la libertad que brinda el Tribunal
constitucional, desde su creación, es respetuosa, como corresponde. del derecho de
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defensa inllerente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías al interior d.e cualquier proceso en el cual se
determinen sus derechos, intereses y obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión cle una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, ia cual, sólo es
efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretándose el priniipio de inmediación qul
debe regir en todo proceso constitucional.

10. sobre la intervención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que Ia
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a toclo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De 1o contrario, se clecidiría sobre la esf'era de interés de
una persona sin permitirle. alegar 1o correspondiente a su favor, 1o que resultaría
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, ias razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque ci rribunal constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, rino po. la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relcvantes en cada
caso que resuelrre.

12. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Ilumanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado a tratar al individuo en todo momenro como
un verdqdero sujeto del proceso, en el más artplio sentido de esÍe concepto, y no
simplemenÍe como objeto del mismo"t, y que "para que exista debido proieso iegal
es preciso que un justiciable pueda hacer valer sus clerecht¡s y-deJéntler 

"sus

intereses en^.forma e/bctiva y en condiciones de igualdad proiesal con otrosjusticiables'2.

' corte IDH. caso Barreto Leiva vs. venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009,
párrafo 29.
2 corte IDH. caso Hilaire,- constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunio de2\O2,pánafo 146.
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13. EI modelo de "instancia de fallo" plasmado en la constitución no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho l'ribunal es su intérprete suprenlo. pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está somelido a la constitución.

t4 cuando se aplica a un proceso constitucional cle la libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (R.AC) pierde su
verdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal conslitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. I:sta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo quc le corresponde és conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer,' Io que la parte alega
como un agravio que lc causa indefensión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amprias cuyo contenido, en el mé;or de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y concretaclo en supuestos 

"rp..ífi.or, a saber,
ideritificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo. no deilnirio, ni justihcarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia en al'bitrario, tocla vez que se podría
aibctar, entre otros, el derecho fundamental de defensa. en su manifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello cluía lugar a decisiones subjetivas y
caren(es de predictibilidad, afectando notablernente a los justiciables,- quienes
tendrían que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, mulaÍis mutandis. el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PAITC repite lo señalado por ei 'l'ribunai Constilucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia ozg77-
2005-PHCiTC)' Del r.nismo modo, constituyc una reaf-rrmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional liquido y
cierlo, etc. ).

Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desviftuar Ia esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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FERRERO COSTA

Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en scde conslitucional reprcsenta la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentaies de los
agraviados, voto a favo¡ de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza clue el Tribunal constitucional, en tanto instancia úliima y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas af-ectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constilucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacionai de protección clá derechos
humanos.

como afirmó Raúl Ferrero I{ebagliati, "la defensa dcl clerecho de uno es, al mismo
tiempo, una deftnsa total de la constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial áuténtica,'.

EXP. N." 0247 4-201 g-PC/T C
LIMA
CARLOS ERNESTO GIUSTI PAREJA
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